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1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), mediante la cual LINDA VICTORIA ARIZA –Oficial en Gestión de Servicios de Salud-, Dr. DIEGO LÓPEZ ROPERO –Director de Sanidad del Ejército de Risaralda- y al Brigadier General  GERMÁN LÓPEZ GUERRERO –Director de Sanidad del Ejército- por no atender el cumplimiento del fallo de tutela dictada en primera instancia a favor de la señora MARÍA NELLY JIMÉNEZ. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En diciembre 28 de 2017, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), como juez constitucional de primer grado amparó los derechos fundamentales a la vida y a la salud reclamados mediante agente oficioso -Personero Municipal de Dosquebradas- por la señora MARÍA NELLY JIMÉNEZ dentro de la acción de tutela presentada contra la Dirección de Sanidad Militar de Risaralda, en la cual se le ordenó a la Dirección de Sanidad del Ejército de este departamento que, además del tratamiento integral para la patología de “insuficiencia renal crónica”,  procediera a “[…] autorizar de inmediato, el valor del transporte para la señora MARÍA NELLY JIMÉNEZ y un acompañante cada que deba asistir a las TERAPIAS REEMPLAZO RENAL TIPO HEMODIÁLISIS en la ciudad de Pereira. El transporte se autoriza reconocer desde la ciudad de origen, donde se encuentra residiendo la accionante, hasta la ciudad de destino donde vaya a ser atendido en su salud. Será el médico tratante de la actora, quien  determine cuál es el medio de transporte mas aconsejable para preservar la salud del paciente para su comodidad y cuidado, quien lo hará teniendo en cuenta la enfermedad que la señora MARÍA NELLY JIMÉNEZ padece y las condiciones en que debe viajar, igualmente las exigencias y condiciones en que deberá ser trasladada a otras ciudades”.

2.2.- En enero 26 de 2018, el agente oficioso de la señora MARÍA NELLY JIMÉNEZ, informa que esta fue remitida para la ciudad de Bogotá para consulta por especialista en trasplantes en el Hospital Militar Central y Fundación Cardio Infantil, y luego debe permanecer en la capital para el trasplante renal, que no tiene fecha de realización y por ende debe permanecer en esa ciudad, pero la misma no cuenta con recursos económicos para sufragar dichos gastos y si bien la entidad no niega tales procedimientos no garantiza el transporte, viáticos y manutención de la enferma durante y después del protocolo y hasta que se realice el trasplante que requiere.  Pide se dé inició al incidente de desacato pertinente.

2.3.- Por auto de enero 30 de 2018, no obstante que el a quo se aparta de la postura esgrimida por esta Corporación en relación con el requerimiento previo, al considerar que éste debe efectuarse solo al Superior Jerárquico del funcionario encargado de acatar la providencia judicial, libró comunicaciones vía electrónica a la Dra. LINDA VICTORIA ARIZA –Oficial en Servicios de Salud-, al Dr. DIEGO LÓPEZ ROPERO –Jefe de Sanidad del Ejército en Risaralda-  para que observen el fallo judicial y al Brigadier General GERMÁN LÓPEZ GUERRERO -Director General de Sanidad del Ejército-, como su superior jerárquico para que les orden cumplir el fallo o en caso contrario dé inicio a las acciones disciplinarias a que hubiere lugar.
2.4.- Al no recibirse respuesta alguna, en proveído de febrero 8 de 2018 dio apertura al incidente en contra de los referidos funcionarios, a quienes se les concedió un término de tres días para que expusieran sus justificaciones dentro del referido caso y presentaran las pruebas que pretendieran hacer valer. Quienes guardaron silencio.
2.5.- Mediante providencia de febrero 14 de 2018 el a quo sancionó de forma individual y con arresto de tres (03) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente a la Dra. LINDA VICTORIA ARIZA –Oficial en Servicios de Salud-, al Dr. DIEGO LÓPEZ ROPERO –Jefe de Sanidad del Ejército en Risaralda-  y al Brigadier General GERMÁN LÓPEZ GUERRERO -Director General de Sanidad del Ejército-, por desacatar la sentencia de diciembre 28 de 2017.
2.6.- Con posterioridad a la emisión de dicha providencia, se pronunció el Director de Sanidad del Ejército Nacional, quien pidió su desvinculación del asunto toda vez que es el Director del Establecimiento de Sanidad de Risaralda, el encargado de adelantar los trámites para la asignación de los viáticos respectivos.  Así mismo lo hizo el Director Militar de Sanidad Militar, quien indicó que  el encargo de cumplir con la orden constitucional es la Dirección de Sanidad del Ejército y su establecimiento de sanidad Militar, ya que ni esa dirección ni la funcionaria LINDA ARIZA tienen nada que ver con el suministro de transporte requerido por la actora y por ende piden su desvinculación de este asunto.

2.7.- Por parte del despacho se sostuvo comunicación telefónica con la hija de la accionante
, quien refiere que por parte de Sanidad del Ejército se está cumplimiento con el tema de los transportes a su señora madre, inclusivo a la ciudad de Bogotá donde ha sido remitida para el protocolo previo a su trasplante, pero lo que la entidad no ha autorizado es el pago de viáticos -alimentación, hospedaje, etc.- para la enferma y para ella como su acompañante.

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del Incidente de Desacato que se tramitó en el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

De conformidad con lo arrimado al dossier la Sala vislumbra que así hubiera sido tardíamente, la orden impartida por el juez constitucional de primer grado fue en efecto cumplida por la entidad accionada; por tanto, habrá que revocarse la providencia sancionatoria proferida en este incidente, por las razones que se expondrán a continuación: 

Si bien por parte de las accionadas se guardó silencio en relación con la pretensión que reclamaba la accionante MARÍA NELLY JIMÉNEZ, por intermedio de su agente oficioso, es evidente que lo ordenado en sede constitucional, más concretamente el transporte para que la misma asista a las hemodiálisis que le realizan en esta ciudad,  ha sido acatado por la Dirección de Sanidad del Ejército, como así lo informó a esta Corporación la hija de la actora.

No obstante, considera la Sala que al parecer por parte del Personero Delegado de Dosquebradas, al momento de interponer el incidente de desacato no tenía claridad en relación con lo que fue objeto de protección constitucional, toda vez que dentro de sus pretensiones exigió que Sanidad del Ejército cumpliera con el fallo judicial en cuanto al tratamiento integral para la enferma y además “garantizar el transporte, los viáticos, la estadía y manutención de mi agenciada y un acompañante a la ciudad de Medellín […] durante y después del protocolo hasta tanto sea realizado el procedimiento denominado TRASPLANTE HEPÁTICO”.  

De la simple confrontación de lo ordenado en la tutela de diciembre 28 de 2017, con lo pedido por el agente oficioso, se advierte con claridad que en momento alguno el Juez Constitucional dispuso lo relativo al pago de viáticos fuera de la ciudad, en tanto lo único que se ordenó fue lo pertinente al transporte entre Dosquebradas y Pereira, para las hemodiálisis que la misma necesita.

El reclamo que por vía del desacato se efectuó, y del cual igualmente hizo alusión la hija de la actora, en punto de requerir los viáticos para la estadía de ella y su señora madre en Bogotá, durante y después del protocolo que se le realice previo al trasplante hepático, no podría tenerse en cuenta dentro del presente incidente al haber sido objeto de amparo; empero, la actora podría en principio solicitar dicha protección por medio de otra acción constitucional, habida cuenta que el procedimiento médico se realizará en ciudad diferente a aquella donde reside y las circunstancias médicas y económicas, según lo afirma, le impiden sufragar en forma directa dichos costos.

En síntesis, como quiera que por parte de las entidades accionadas se cumplió con el fallo constitucional, considera la Sala que se ha configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
. 

Así las cosas, se revocará el proveído adoptado por el juzgado a quo, por haberse acatado el mandato dispuesto por el juez constitucional.

4.- DECISIÓN 
Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia emitida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) materia de consulta. 
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 4 cuaderno del Tribunal.


� Véase entre otras, la sentencia T-727 de 2010.
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